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FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA. [S]alta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a la demandante por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente admitida, en el proceso divisorio en el que se ordenó la entrega del bien objeto del mismo. Por más que aduzca que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, no ha sido citada y tampoco ha elevado ante los funcionarios que conocen del asunto, peticiones formales, tendientes a exponer lo que considera lesivo de los intereses y que plantea por esta excepcional vía. Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. Pero, no sobra agregar, que la accionante, tiene a su alcance otros medios de defensa judicial, porque aún no se lleva a cabo la diligencia de entrega y dentro de ella, podrá hacer las manifestaciones que estime pertinentes, en defensa de sus intereses, para que el funcionario encargado de realizarla, decida, con conocimiento de causa, si su postura es o no válida, si atiende o no su participación. Solo a partir de ese momento podría, eventualmente, acudirse al escrutinio del juez constitucional, a quien le está vedado interferir en asuntos que deben ser, en principio, del estudio del juez ordinario.
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Acta N° 231 de mayo 3 de 2017
 



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Diana María Baena Quintero en contra  del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de esa misma localidad, a la que fueron vinculados Alfredo Álvarez Villegas; Inedis Zuluaga de Castaño; Hernán Zuluaga Villegas; Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Hélida, Consuelo, Carmen Luisa Zuluaga Villegas y a José Humberto Cadavid Ramírez.

ANTECEDENTES

  



Diana María Baena Quintero, en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de ese municipio, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales”al mínimo vital y debido proceso”.
   



Narró, en síntesis, que ocupa en calidad de arrendataria el local comercial ubicado en la calle 15 No. 13-24 de Santa Rosa de Cabal desde hace 7 años, debidamente registrado en la Cámara de Comercio, y le fue alquilado por Alfredo Álvarez Villegas. El 7 de abril recibió una comunicación de la Inspección Tercera Municipal de Policía de Santa Rosa, en la que se le da cuenta sobre diligencia de entrega que se llevará a cabo sobre dicho bien dentro de un proceso divisorio que cursa en el Juzgado Civil del Circuito; el local se encuentra acreditado, paga arrendamiento y reconoce como único propietario al señor Alfredo Álvarez Villegas; además, de dicho establecimiento, sobrelleva junto con su esposo, el sostenimiento familiar.
  


    
Pidió, por consiguiente, ordenar al Juzgado y a la Inspección “realizar la suspensión el desalojo del bien inmueble, local comercial ubicado en la calle 15 No. 13-24 Centro de Santa Rosa de Cabal-Risaralda, hacer valer el contrato de arrendamiento que tengo con el señor Alfredo Álvarez Villegas” –sic-. Como medida provisional, solicitó la suspensión de la respectiva diligencia.
  



Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación de Alfredo Álvarez Villegas; Inedis Zuluaga de Castaño; Hernán Zuluaga Villegas; Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Hélida, Consuelo, Carmen Luisa Zuluaga Villegas y a José Humberto Cadavid Ramírez; se concedió el término de 2 días para ejercer el derecho de defensa, a la vez que se decretaron pruebas y se accedió a la medida provisional deprecada.
 



La funcionaria judicial accionada, reseñó la inexistencia de solicitud alguna de la accionante relacionada con la diligencia de entrega programada sobre el bien de que da cuenta esta acción; señaló qué trámite se ha impartido al proceso divisorio y los pormenores para llegar a la diligencia de entrega; agregó que no prosperó una oposición que fue presentada por Alfredo Álvarez Villegas en diligencia de secuestro que recayó sobre el inmueble. 

  



Carmen Luisa, Hélida, Consuelo, Amanda, Isabel, Hernán e Inedis, hicieron referencia a situaciones presentadas dentro del proceso divisorio; refutaron la calidad en la que acude la accionante por no existir prueba fehaciente de lo que afirma; que carece de legitimación por cuanto la misma nunca ha intervenido como arrendataria en ninguno de los actos procesales; agregaron que existe temeridad y mala fe, porque lo que adujo en relación con el contrato es falso y contradictorio con la realidad que envuelve el respectivo asunto.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a la accionante el hecho de que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, hubiese ordenado la entrega del bien inmueble que ocupa en local comercial, la cual se llevara a cabo por la Inspección Tercera Municipal de Policía, y ordenada dentro del proceso divisorio seguido por Inedis Zuluaga de Castaño y Hernán Zuluaga Villegas contra Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Hélida y Consuelo Carmen Luisa Zuluaga Villegas, según lo deja ver el acervo recogido.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
Adicionalmente, ha sostenido invariablemente la misma alta Corporación, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección debe ser parte en el mismo, o actuar como tercero reconocido dentro del mismo, como en el caso de los incidentes. 
  



Sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que:  

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Más recientemente
 señaló: 

Legitimación por activa como requisito de procedencia de la acción de tutela 

1. La Constitución Política
 establece el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario. 

Igualmente, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá solicitar el amparo constitucional por sí misma, por representante, o a través de un agente oficioso, cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.

2. En particular, sobre la legitimación por activa en los casos de tutelas contra providencias judiciales, la sentencia T-240 de 2004
, indicó que, cuando se demuestra que una autoridad judicial incurre en una vía de hecho, vulnera el derecho fundamental al debido proceso de todas las personas que intervienen en dicho procedimiento. 

Igualmente, en la sentencia T-019 de 2013
, la Corte estableció que la legitimación por activa en tutela contra providencias judiciales, se acredita cuando se demuestra un interés en el resultado del fallo que se revisa en sede constitucional. 

  



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a la demandante por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente admitida, en el proceso divisorio en el que se ordenó la entrega del bien objeto del mismo. Por más que aduzca que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, no ha sido citada y tampoco ha elevado ante los funcionarios que conocen del asunto, peticiones formales, tendientes a exponer lo que considera lesivo de los intereses y que plantea por esta excepcional vía. 
  


 
Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. Pero, no sobra agregar, que la accionante, tiene a su alcance otros medios de defensa judicial, porque aún no se lleva a cabo la diligencia de entrega y dentro de ella, podrá hacer las manifestaciones que estime pertinentes, en defensa de sus intereses, para que el funcionario encargado de realizarla, decida, con conocimiento de causa, si su postura es o no válida, si atiende o no su participación. Solo a partir de ese momento podría, eventualmente, acudirse al escrutinio del juez constitucional, a quien le está vedado interferir en asuntos que deben ser, en principio, del estudio del juez ordinario.
En conclusión, bien sea por la falta de legitimación, ora por la anunciada subsidiariedad, se declarará la improcedencia referida.




Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman. 
  



Además, se levantará la medida provisional decretada. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Diana María Baena Quintero en contra del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de la misma localidad.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.
Se levanta la medida provisional decretada. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92


� 	Sentencias T-1232 de 2004 y T-510 de 2006.


� 	Sentencia T-034 de 2017


� Artículo 86.


� M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� 	Sala de Casación Civil. M.P. William Namén Vargas. Providencia de 17 de julio de 2008.
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